	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


Visto el procedimiento que por enfermedad profesional, sigue el ciudadano ONÉSIMO GARCÍA GAMBOA, representado judicialmente por los abogados Freddy Requena y Marlene Di Bartolo Barrios, contra la empresa mercantil GTME DE VENEZUELA, S.A., representada judicialmente por el abogado Aníbal Brito Hernández; el Juzgado Primero Superior Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, mediante decisión de fecha 31 de agosto de 2004, declaró sin lugar la apelación interpuesta por la representación judicial de la parte demandante y confirmó la decisión de fecha 1° de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Transitorio de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, que declaró sin lugar la demanda.

 


Contra la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandante interpuso recurso de casación, el cual una vez admitido fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.

 


En fecha 27 de octubre de 2004, se dio cuenta en Sala designándose ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

 


Posteriormente, en fecha 17 de enero de 2005, tomaron posesión de sus cargos los Magistrados designados para la Sala de Casación Social, por la Asamblea Nacional, según Gaceta Oficial del 14 de diciembre de 2004, doctores, Luis Eduardo Franceschi Gutiérrez y Carmen Elvigia Porras de Roa, con motivo de ello, los mencionados Magistrados pasan a integrar la Sala a los efectos de la presente decisión.

 


Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo:

 

DEL RECURSO DE CASACIÓN

 


El formalizante en su escrito, presentó dos denuncias, las cuales han sido elaboradas en dos capítulos denominados “SEGUNDO” y “TERCERO”.

 


Ahora bien, luego de haber sido analizadas tales delaciones por la Sala, las mismas de seguida serán resueltas, no sin antes advertir, que por razones de metodología se ha dispuesto invertir el orden en que fueron expuestas por su relator.

 


Dicho lo anterior, a continuación se pasa a resolver la segunda denuncia:

 

- I -

 


Denuncia el recurrente la violación por parte de la recurrida de los artículos 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y 364 del Código de Procedimiento Civil.

 


Para fundamentar su denuncia, el formalizante expuso:

 

“(...) La recurrida fundamenta y resuelve en su dispositiva, sobre el particular alegado del actor, textualizando lo siguiente: ‘que las ofertas económicas realizadas durante el curso de las prolongaciones de la audiencia preliminar, lo que a su juicio es un reconocimiento de la enfermedad que padece el actor. En este sentido considera esta alzada que dicho alegato constituye un hecho nuevo que no fue debatido en el recurrir del presente proceso, por lo que a tenor de lo establecido en el artículo 364 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al presente caso por remisión directa del artículo 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en modo alguno puede ser invocada en esta fase del proceso y así se decide’. El fundamento de la recurrida sentencia se nutre de inciertos y falsedades que desluce fragantemente a los ojos de la justicia. Dicha motivación deja al sentenciador superior en clara delación con respecto a la observancia, estudio y análisis que debió prevalecer en el presente expediente, en particular al escrito a manera de conclusiones rielado a los folios 257 al 261, de fecha 27 de Mayo y cursado en su oportunidad para el Tribunal Primero Transitorio de Primera Instancia, que debió sustentar el cuestionado dictamen, donde se evidencia que la representación actoral solicita dicho pronunciamiento, sobre estos alegatos y otras circunstancias probatorias, con la certeza que las reiteradas prolongaciones de audiencias, transcurridas ante el Juzgado Segundo de Mediación y Sustanciación, donde la representación patronal de manera reiterada propone y ofrece al ciudadano ONÉSIMO GARCÍA agraviado en esta litis, la cantidad de Treinta Millones de Bolívares (Bs. 30.000.000,00) su intervención quirúrgica si fuese necesaria, así como el pago total de medicinas y servicios de rehabilitación física; proposiciones que fueron rechazadas por el trabajador afectado, circunstancia probatoria alegada y debatida en la audiencia de instancia, solicitándose en consecuencia la aplicación de los artículos 121 y 122 de la Ley Adjetiva Laboral, como auxilios probatorios a tenor de las sobradas conductas confesatorias de la empresa G.T.M.E. de Venezuela, que debieron en todas las instancias ser objeto de análisis por los sentenciadores, en el carácter impositivo e inquisitivo que le imprime esta novedosa Normativa Laboral que desaplicó la Ley Orgánica Procesal de Tribunales y Procedimientos del Trabajo del año 1.959, prevaleciendo actualmente la vigencia de la presunción Absoluta de los Hechos, debiendo los juzgadores haberse formado la debida convicción de las circunstancias objeto de la presente controversia...”.

 

 

 


Como se observa, ha informado el recurrente, que el Juez de Alzada erradamente señaló que constituyó “un hecho nuevo que no fue debatido en el decurso del proceso”, el alegato formulado por el actor en apelación, referido éste, a que las ofertas realizadas por la empresa en las diversas prolongaciones de la audiencia preliminar debían considerarse como un reconocimiento de la enfermedad profesional.

 

Sobre esto último es que básicamente gira la denuncia, por lo que una vez revisadas las actas del expediente, ha constatado la Sala, que ciertamente tal como lo afirma la parte formalizante, el discutido alegato fue realizado aún en etapa de juicio, y no como lo señaló la Alzada, que fue alegado en apelación (esto se puede verificar con el escrito que corre inserto a los folios 257 al 261 del expediente).

 

No obstante de haberse detectado tal error cometido por la Alzada, constituye un punto importante en el cual debe la Sala detenerse a analizar a los efectos de determinar si la denuncia es procedente o no, lo manifestado por el demandante, quien en la oportunidad de apelación, dijo: “el representante de la empresa demandada realizó ofertas económicas al trabajador y que ello es un reconocimiento de la enfermedad que padece el actor.”.

 

Sobre este alegato expuesto por el demandante en apelación, cabe realizar las siguientes consideraciones:

 

Tal y como se desprende del contenido de la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la audiencia preliminar constituye uno de los momentos fundamentales y estelares del proceso, ya que la misma está fundamentalmente dedicada a una concreción de los términos en que se ha planteado la litis, y sobre todo, porque está orientada a impulsar los medios de autocomposición procesal.

 


Ahora, si bien en esta fase preliminar, la Ley dispone que el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución ejercerá funciones de conciliación y mediación para incitar a las partes en conflicto a lograr una solución mediante acuerdo, no obstante de ello, hay que precisar, que estando orientada la Ley hacia el estímulo de los medios de autocomposición procesal, debe entenderse entonces que en cualquier grado y estado de la causa se pudiera dar lugar a ello.

 

Es decir, ya sea que la causa esté ante el Juez de Juicio, el Superior o en la Sala de Casación Social, de acuerdo con tal orientación, tales Juzgadores pueden (aunque si bien no de igual manera) propiciar un acuerdo entre los sujetos en controversia, claro está sin manifestarse sobre el fondo de la misma, toda vez que la diferencia estriba en que el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución, no cumple funciones para resolver el conflicto intersubjetivo de intereses planteado, caso contrario de los otros Juzgadores, quienes si tienen tales funciones.

 


Siguiendo este orden de ideas, cabe señalar, que resulta lógico concluir, que en aquellos momentos en que las partes están en actividades para tratar de llegar a un acuerdo, ya sea en fase de audiencia preliminar o bien en cualquiera de los otros estados del proceso por ante algún otro Juez distinto al de Mediación, las partes, estimulados a ello, realizan consideraciones, propuestas, y hasta ofrecimientos, que en modo alguno considera la Sala, pueden servir de elementos de convicción para sacar como conclusión la responsabilidad de alguna de las partes en litigio.

 

Tal afirmación encuentra su fundamento, en el simple hecho que de no ser así, ello generaría una abstención en las partes para expresar de alguna manera sus posibles ofertas, por el recelo que les produciría que tales proposiciones pudieran influir sobre la decisión de fondo, lo cual restaría eficacia a la estimulación de los medios alternativos de solución de controversias, que como se señaló anteriormente, constituye uno de los pilares fundamentales de este nuevo proceso laboral.

 

A lo antes expuesto, hay que agregar que muchas veces, en respuesta al estímulo de negociación planteado para lograr un acuerdo, cualquiera de las partes dentro de ese proceso, a veces pueden llegar a considerar que le resulta más conveniente y hasta menos oneroso (en virtud de las posibles resultas del pleito), ofrecer unas cantidades de dinero para dilucidar alguna duda razonable.

 


Visto así las cosas, la errada afirmación del Superior que dictó la sentencia recurrida, quien señaló que el discutido alegato constituía “un hecho nuevo que no fue debatido en el proceso” no es suficiente para dar lugar a la nulidad de la sentencia, puesto que como se ha explicado en los párrafos anteriores, los ofrecimientos que hagan las partes en actividades de negociación como respuesta a los estímulos hechos por los jueces, para solucionar el conflicto por algún medio de autocomposición procesal, no pueden servir como elemento de conclusión de responsabilidad de alguna de ellas.

 

Por otra parte, la Sala cumpliendo con la labor pedagógica que la caracteriza, y con la finalidad de dilucidar cualquier duda razonable que pudiera desprenderse en virtud del error detectado, la misma considera oportuno señalar que tratándose el presente caso, de un juicio por enfermedad profesional en el cual el actor ha demandado una serie de conceptos con fundamento tanto en la Ley Orgánica del Trabajo, la Ley de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, así como también basado en el Código Civil, correspondía al demandante probar una serie de elementos.

 

En efecto, cabe advertir al formalizante que ha sido pacífica y reiterada la jurisprudencia de esta Sala, al considerar que en materia de enfermedades o accidentes de trabajo, nuestra ley sustantiva recoge la teoría de la responsabilidad objetiva, conforme a la cual es procedente a favor del trabajador que sufre la enfermedad o accidente, el pago de las indemnizaciones contempladas en ella con total independencia de la culpa o negligencia del empleador, pero siempre condicionado como requisito de procedencia de tales indemnizaciones, al hecho de que el accidente o enfermedad a indemnizar provenga del servicio mismo prestado o con ocasión directa de él.

 

También esta Sala, se ha pronunciado sobre aquellos casos como el de autos, en los cuales el trabajador ha demandado la indemnización de daños materiales por hecho ilícito del patrón causante del accidente o enfermedad profesional, así por ejemplo se cita la sentencia N” 116 de fecha 17 de mayo de 2000, ha requerido lo siguiente:

 

“Es decir, el trabajador que demande la indemnización de daños materiales superiores a los establecidos en las leyes especiales, deberá probar de conformidad con el artículo 1.354 del Código Civil, los extremos que conforman el hecho ilícito que le imputa al patrón, criterio éste, mantenido por la Sala de Casación Social, el cual a continuación se transcribe:

 

‘Es criterio de esta Sala que de acuerdo a la acción intentada por el Trabajador con base en los artículos 1.185 y 1.196 del Código Civil, el Tribunal Superior ajustó su decisión a los extremos que exige el Código Civil en materia de hecho ilícito demandado conforme a esas normas, por lo que correspondía a la parte actora demostrar en la secuela del juicio si el accidente se produjo por intención, negligencia o imprudencia de la empleadora, extremos que configuran el hecho ilícito que da lugar a la acción por daños y perjuicios morales o materiales, a tenor de los citados artículos 1.185 y 1.196 del Código Civil, considera esta Corte que el Juzgado Superior sí le dio correcta aplicación’. (Sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 3 de junio de 1987, en el caso Isidro Arias Suárez contra Manufacturas Orgam, C.A.).”(Subrayado de la Sala).

 

 

 


De manera que, verificado como ha sido por la Sala, que en efecto, tal como lo estableció la Superioridad, el actor no logró demostrar que la enfermedad que padece es consecuencia del servicio que prestó en la empresa, ni menos aun logró probar algunos de los supuestos de culpabilidad de la demandada, forzoso es para la Sala, confirmar la decisión recurrida por considerar que la misma está ajustada a derecho.

 

Por lo que en atención a las consideraciones antes expuestas, se declara improcedente la actual denuncia y así se decide.

 

- II -

 


Al amparo del artículo 168, numeral 2°, denuncia el recurrente lo siguiente:

 

“Denunciamos la infracción que la sentencia recurrida adolece uno de los vicios enumerados en el artículo 168 en su numeral segundo que indica “se declarará con lugar el Recurso de casación” ordinal segundo “cuando se haya incurrido en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de una disposición expresa de la ley o aplicada falsamente una norma jurídica” en concordancia con el artículo144 del Código de Procedimiento Civil, reza lo siguiente: “será nula la sentencia por faltar las determinaciones indicadas en el Artículo anterior; por haber absuelto de la instancia, por resultar la sentencia de tal modo contradictoria que no pueda ejecutarse...” y en particular a las formalidades con las cuales la ley ha rodeado el acto de sentenciar, como modo natural de terminación del proceso. En la recurrida recae sobre el actor efectos, que de modo inconstitucional e ilegal no le es imputable o sancionable; como lo es el trabajador que percibe menos de tres (3) salarios mínimos mensuales, siendo limitada su aplicación, contraviniendo el artículo 64 de la Ley Procesal Laboral, que prohíbe de forma expresa su condenatoria en costas, tal como erróneamente se preceptúa y sentencia en el texto de la decisión recurrida, infringiendo al ciudadano ONÉSIMO GARCÍA, una circunstancia extraña a su condición laboral, recayendo dicho dispositivo en un Exabrupto Judicial que resulta contradictorio, haciéndose imposible su ejecución; siendo dicha omisión un grave error que lesiona al Orden Público, relativo al debido proceso.

Así mismo se denuncia la recurrida sentencia porque incurre en la violación de Máxima de Experiencia, contextualiza igualmente en el artículo 168, numeral segundo, dicha infracción se observa al analizar el decisivo en el cual se evidencia que el Juzgado Superior Transitorio, confirma en fecha Treinta y uno (sic) de Agosto, la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia Transitorio de Juicio, Publicada el Primero de Junio del Dos Mil Cuatro; obsérvese que la sentencia confirmada es contradictoria al texto dispositivo del fallo confirmatorio, en lo referente al pronunciamiento sobre condenatoria en costas y en el fallo superior transitorio, si hubo costas relativas al actor, contraviniendo Máximas de Experiencia que deducen que fue modificada la sentencia, por el Juzgado Primero Transitorio Superior, en consecuencia no es confirmable dicho dictamen, evidenciándose la infracción enunciada.”

 

 

 


Para decidir, la Sala observa:

 


Al iniciar su denuncia, señaló el recurrente en el escrito de formalización, que la recurrida incurrió en un error de interpretación y aplicó falsamente una norma jurídica. Luego en el desarrollo de su delación, éste expuso, que la Alzada violentó una máxima de experiencia y que la decisión impugnada era contradictoria al fallo de primera instancia pese a que fue confirmada.

 


Expuestos como han sido los argumentos del recurrente, la Sala observa que éste técnicamente no logró precisar cual fue realmente el tipo de infracción en que a su parecer incurrió la Juzgadora de la Alzada, cuando condenó en costas a la parte actora.

 


Sin embargo, la Sala ha logrado desprender el motivo de inconformidad del recurrente respecto a la sentencia en cuanto a las condenatoria en costas, el cual se puede resumir en el hecho de haber condenado la Alzada, a la parte actora al pago de las mismas, de conformidad con el artículo 60 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, siendo que la primera instancia en aplicación del contenido del artículo 64 eiusdem lo eximió de pagar tal concepto, pues, tal norma prohíbe la condenatoria en costas cuando el trabajador percibe menos de tres salarios mínimos.

 


Así las cosas, la Sala procedió a verificar en primer lugar, lo dispuesto por la Alzada, quien ciertamente condenó en costas a la parte demandante apelante, de conformidad con el artículo 60 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


En tal sentido, es preciso explicar que la Alzada cuando condenó al actor en costas, lo hizo en virtud del recurso de apelación que fuere interpuesto por éste y que resultó sin lugar, toda vez que el artículo que aplicó, textualmente dispone lo siguiente:

 

“Artículo 60: Se condenará en las costas del recurso a quien haya apelado de una sentencia que haya sido confirmada en todas sus partes.”

 

 

 


Ahora bien, del dispositivo técnico transcrito se desprende que, en principio, los Jueces Superiores cuando conocen del recurso de apelación empleado por alguna de las partes (demandante o demandado) y del mismo resulta que se confirma la decisión de primera instancia, las costas deben ser impuestas como sanción, aun y cuando el accionante del recurso haya resultado ser la vencedora en el proceso.

 


No obstante de ello, a esta regla, la misma Ley Adjetiva en materia laboral, ha consagrado una excepción a saber:

 

“Artículo 64: Las costas proceden contra los estados, municipios, institutos autónomos, empresas del Estado y las personas morales de carácter público, pero no proceden contra los trabajadores que devenguen menos de tres (3) salarios mínimos.” (Subrayado de la Sala).

 

 

 


Siendo que la citada norma, dispone que las costas no proceden contra los trabajadores que devenguen menos de tres salarios mínimos, corresponde a esta Sala indagar acerca de si el trabajador demandante se encuentra subsumido en el supuesto de excepción.

 


Cabe hacer mención, que el elemento salarial se constituyó en un hecho controvertido dentro del proceso, toda vez que el actor en su libelo de demanda, expusó que devengaba Bs. 145.000,00 semanales, y por su parte, la demandada indicó en su escrito de contestación que el salario diario básico del referido ciudadano era de Bs. 15.325,00 diarios que totalizaba Bs. 107.275,00 semanales.

 


En este orden de ideas, la Sala procedió a revisar las sentencias de primera y segunda instancia, y verificó que el Juez a quo le otorgó pleno valor probatorio por no haber sido impugnadas, a las copias simples del contrato de trabajo que riela a los folios 75 al 77 del expediente, y de las cuales se evidencia que “la remuneración o el salario básico por el cual fue contratado el actor ascendía a la suma de Bs. 13.045, 00”, diarios.

 


No habiendo sido cuestionado este punto relativo al salario por ante la Superioridad, la Alzada nada dijo al respecto, por tal razón se toma el salario establecido por el Juzgador de Primera Instancia.

 


Dicho lo anterior, la Sala observa, que el salario devengado por el trabajador en modo alguno alcanza o supera el monto de los tres salarios mínimos a que se contrae el referido artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, y que por tal razón el trabajador demandante no debía ser condenado a pagar las costas, de conformidad con el artículo 60 eiusdem, tal como fue condenado por la Alzada.

 


Pese a este error cometido por la Superioridad de instancia, se considera que tal proceder no puede dar lugar a la nulidad de la sentencia, toda vez que como se dijo en la anterior denuncia, el fallo logró alcanzar su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes, por tal razón, y bajo tales señalamientos la Sala procede a subsanar la equivocación cometida por la Juez ad-quem, y en tal sentido, se exonera de la condenatoria en costas a la parte demandante del presente proceso, de conformidad con el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en sala de Casación Socia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la representación judicial de la parte demandante, contra la decisión proferida por el Juzgado Primero Superior Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 31 de agosto de 2004.

 


No hay condenatoria en costas, de conformidad con el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen antes mencionado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  veintidós (22) días del mes de febrero  de dos mil cinco. Años 194° de la Independencia y 146° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

_____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente,


Magistrado,
 

 

_______________________________

             ________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
              JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Magistrado, 
Magistrada,

 

 

_______________________________       __________________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

 

El Secretario,

 

 

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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